Carátula 


COMISIÓN DE DEFENSA NACIONAL 
(Sesión celebrada el 14 de mayo de 2018). 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 14:01). 
Léanse los asuntos entrados. 
(Se lee). 


«Mensaje y proyecto de ley del Poder Ejecutivo por el que se encomienda a las Fuerzas 
Armadas tareas de vigilancia y apoyo al os organismos con jurisdicción y competencia en zonas 
fronterizas (Carpeta n.*1078/2018 - Distribuido n.* 1861/2018)». 


—Damos la bienvenida al señor ministro de Defensa Nacional, al director general de política 
de defensa, señor Alonso y a la asesora, señora Nogueira. 


Nos pareció oportuno ganar tiempo y por eso recibimos, simultáneamente al ingreso del 
proyecto de ley, al señor ministro para que pueda informar a la comisión sobre esta iniciativa que ya 
cuenta con media sanción de la Cámara de Representantes. 


Les informo que lunes que viene a esta hora con la señora senador Ayala estaremos volando 
al Congo y retornaremos el siguiente lunes o martes. 


SEÑOR MINISTRO.- Es un gusto siempre estar en esta comisión para tratar temas relativos a la 
defensa nacional. 


En primer lugar, quiero desearles muy buenas jornadas en el viaje que realizarán al Congo. 
Pienso que será muy productivo para el Senado de la República pero, fundamentalmente, para el país. 
Esa tierra ya la conocemos y sabemos cómo trabajan nuestros efectivos. Hoy se encontrarán con 
nuevas realidades; es un mundo con grandes dificultades, pero nuestra gente, en función de su 
experiencia, pero fundamentalmente en base a su precepto de hacer que la paz sea una realidad en el 
mundo trabaja cada vez mejor. Siempre son convocados por quienes están al frente de la misión para 
realizar tareas difíciles; allí están, lo hacen de la mejor manera y, sin lugar a dudas, eso lo van a 
comprobar. ¡Muy buen viaje! 


En segundo término, voy a hacer referencia al proyecto de ley que ha enviado el Poder 
Ejecutivo referente a la actuación de las Fuerzas armadas en tareas de vigilancia y apoyo a los 
organismos con jurisdicción y competencia en frontera. No surgió en forma extemporánea ni casual. Se 
da luego de que el 8 de enero el Poder Ejecutivo aprobara un decreto que tenía como objetivo lo que 
hoy se establece por dicho proyecto, si bien entendemos que es mucho más amplio, que da cierto tipo 
de garantías en el accionar, tanto para la población como para los funcionarios que llevarán adelante 
las tareas en él encomendadas y descritas. 


También tiene como antecedente alguna resolución: la que se tomó en 2016 para la actuación 
de las Fuerzas Armadas en frontera en circunstancias de realizarse los Juegos Olímpicos de Río 2016, 
República Federativa del Brasil. Dicha resolución y el decreto de enero de este año son sus 
antecedentes normativos, pero nosotros entendemos —así también se entendió por parte del Poder 
Ejecutivo y en una reunión que mantuvimos en el Codena, donde estaban los organismos que luego 
firman, el decreto primero y después el proyecto de ley, en este caso el ejecutivo—- necesario avanzar 
por la ley. Se estableció primero el decreto por la perentoriedad de las acciones que se pretendían 
tomar, los tiempos que a veces son necesarios para que una ley tenga el aval de todo el Poder 
Ejecutivo, de los organismos involucrados —que no solo es el Ministerio de Defensa Nacional-—, y 
también por los tiempos parlamentarios, si bien debemos reconocer que en la Cámara de 
Representantes ha tenido un trámite muy rápido y que el Senado nos ha llamado apenas ha ingresado 
a su tratamiento. 


Las Fuerzas Armadas hoy tienen jurisdicción —está establecido a través de la Constitución de 
la república y, también, mediante leyes, incluidas leyes orgánicas y, asimismo, lo que es la Ley Marco 
de Defensa Nacional, luego en la política de defensa y en la política militar de defensa— en la soberanía 
e independencia de nuestro país. Como se ha dicho, es una jurisdicción nacional que involucra a todas 
las fuerzas, si bien existen algunas con una jurisdicción especial —como son la Prefectura Nacional 
Naval y la Policía Aérea Nacional- y competencias que hacen a su función específica y que las 
transforman en auxiliares de la Justicia en cuanto a su funcionamiento. 


Con este proyecto de ley pretendemos, sobre la base de una nueva realidad en el mundo y en 
la región, pero también en nuestro país, utilizar la complementariedad que debe darse entre todas las 
estructuras del Estado; tomar lo mejor y hacer que, en este caso, las Fuerzas Armadas puedan tener 
tareas complementarias de las actividades que hacen otros organismos, por ejemplo, el Ministerio del 
Interior, pero no solo este sino también el Ministerio de Economía y Finanzas a través de la Dirección 
Nacional de Aduanas; el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca; eventualmente el Ministerio de 
Salud Pública, etcétera. 


Entonces, por eso hablamos de tareas de vigilancia —a veces la vigilancia se realiza 
expresamente estando presente, pero otras se puede llevar a cabo mediante la inteligencia estratégica, 
como se lo denomina hoy-, pero fundamentalmente tareas de apoyo en donde la jurisdicción sí existe 
en esos otros organismos. Hoy estamos caminando en un nuevo terreno, en el de poner en práctica, 
mediante la ley, la complementariedad del Estado en áreas donde entendemos que este tiene, no 
diríamos falencias pero sí ciertos espacios que debemos llenar con más presencia desde el punto de 
vista de nuestra actuación. 


Decíamos que hoy existen nuevas amenazas en el mundo y también en la región. Cuando 
hablamos de este decreto, no debemos dejar de pensar en lo que es el terrorismo, en el crimen 
organizado a través de sus diferentes expresiones: el narcotráfico, el tráfico de personas, el tráfico de 
armas, el contrabando en sus distintas acepciones y, fundamentalmente —ya hemos avanzado y el 
Poder Legislativo también lo ha hecho-—, el mantenimiento del estatus fitosanitario de nuestro país. En 
la Rendición de Cuentas pasada incluimos algunos artículos junto con el Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, relativos al tema de las barreras sanitarias; se nos habilitó a actuar junto con ese 
ministerio y con organismos técnicos. Creemos que esto es una complementación; en el tema de las 
barreras sanitarias se trabaja por complementariedad. 


Quienes han recorrido la zona de frontera seca con Brasil —lo hemos hecho hace poco 
tiempo, antes de enviar este proyecto de ley— sabrán de qué hablamos cuando nos referimos a este 
tema. 


En este proyecto de ley, aparte de los amplios conceptos que mencionaba, en el artículo 2.* se 
fija una zona de actuación: la zona fronteriza. El decreto refiere a una zona fronteriza; no establece 
expresamente los veinte kilómetros que mencionamos. No es una cuestión azarosa, sino que lo hemos 
conversado con nuestros organismos técnicos. 


Este proyecto de ley fue el fruto del trabajo del ministerio junto a un equipo que se conformó 
con la doctora Nogueira y representantes del Estado Mayor de la Defensa, del Ejército Nacional, a nivel 
de militares y técnicos, abogados y escribanos. Debo decir que esta iniciativa cuenta con el aporte de 
algún párrafo de un proyecto que el diputado Trobo presentó en la Comisión de Defensa Nacional de la 
Cámara de Representantes. Creímos que le daba más enjundia al artículo, razón por la cual lo 
incorporamos. 


Se habla de veinte kilómetros —-lo hemos consultado con otras fuerzas—, porque creemos que 
es el área de acción adecuada, dadas las dimensiones de nuestro territorio nacional y las posibilidades 
operativas de llevar adelante los procedimientos que se piensan realizar. Dejamos expresamente 
excluidos los centros poblados. Si bien en un principio esa exclusión no se presentó como una 
iniciativa, desde el ministerio consideramos pertinente incluirlo porque, obviamente, la actuación en los 
centros poblados está muy bien determinada a través de nuestra jurisdicción, pero también a través de 
la acción del Ministerio del Interior, de la aduana, de ganadería y de otros organismos. Por lo tanto, no 
correspondería la acción que deberían llevar adelante las Fuerzas Armadas. Incluso, hasta en lo que 
tiene que ver con el propio armamento orgánico con el que se va actuar en esa materia. 


En el artículo 3.2 se establecen las tareas que, taxativamente, se llevarán a cabo. 
Obviamente, el patrullaje es indispensable; sin él no se podría realizar esta tarea. Allí tiene que ver 
también la acción que implica, de alguna manera, la propia presencia. Otras de las tareas son la 


identificación de personas y el control vehicular, además de la detención en caso de flagrante delito. En 
caso de detectar una irregularidad en la actuación, se comunicará de forma inmediata a la autoridad 
policial u organismo competente —como dije, puede ser más de uno—, debiendo adoptar las acciones 
para preservar el lugar o escena de los hechos, de acuerdo con lo que determine el Poder Ejecutivo en 
la reglamentación de la presente ley. Esa fue la incorporación que hicimos del proyecto que presentó el 
diputado Trobo, que nos pareció adecuado llevar adelante. En este caso, no somos auxiliares de la 
Justicia, sino que lo son los organismos con jurisdicción. Entonces, encontramos la presunta 
irregularidad en un proceso que, como ya está dicho y como figura en la propia ley, debe 
reglamentarse, lo cual es fundamental. Lo vamos a entregar al organismo competente, ya sea 
autoridad policial o al organismo de que se trate, para que este sí actúe como auxiliar de la Justicia, 
tratando de preservar la escena de los hechos donde se produce la presunta irregularidad. 


El artículo 4% expresa: «En los casos en que el personal militar designado para las tareas 
definidas en los artículos precedentes, se viera obligado a utilizar medios materiales de coacción, 
deberá hacerlo de forma racional, progresiva y proporcional, agotando previamente los mecanismos de 
disuasión que estén a su alcance, según cada caso». 


El artículo 5%, de alguna manera, establece la presunción legal de configuración de la causal 
de justificación del artículo 218 del Código Penal. 


Nosotros tenemos la experiencia de lo que sucede en las cárceles, en las guardias 
perimetrales, donde primero se actuó por resolución, luego por decreto y, posteriormente, el propio 
Poder Ejecutivo estableció una ley que nos ampara hasta el año 2021. Y allí se establecen las causas 
de justificación en base al artículo 28 del Código Penal. Por tanto, queremos evitar que nuestra gente, 
como bien decía el senador, actuando de una forma racional, progresiva y proporcional, no termine 
siendo acusada en vez de ser acusadora por la existencia de presuntas irregularidades. 


Y hemos agregado, como así se hizo con el procedimiento de actuación policial, lo referido a 
cumplir con las obligaciones que impone el Código de Conducta para los funcionarios encargados de 
hacer cumplir la ley, adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas, en su resolución n.? 
34/169, de 17 de diciembre de 1979, y luego aprobado por el Parlamento nacional. 


El artículo 6% creemos que también es de mucha importancia porque debemos reglamentar 
los mecanismos de coordinación. Obviamente, en este tema se requiere mucha coordinación, lo cual 
se debe reglamentar mediante un decreto. Nosotros no pretendemos una acción permanente. Por 
ejemplo, no pretendemos que el ejército esté desplegado permanentemente en esta zona de veinte 
kilómetros. Esta no será una zona militar, sino que se actuará de acuerdo con la ley y con una 
reglamentación que coordine la acción de los organismos competentes. Por eso pretendemos que 
esta reglamentación sea bastante exhaustiva, que determine los momentos, las formas de actuación, 
de manera de dar las garantías generales que se requieran. 


En definitiva, este es el proyecto de ley que está a su consideración. Sabemos que viene con 
la aprobación casi unánime de la otra cámara. Creemos que es una respuesta que tenemos para dar 
desde el Estado y que el camino lo irá marcando la propia actuación. Estamos entusiasmados con 
dotar, en este caso, a nuestra sociedad de una herramienta mediante los recursos con que cuenta el 
Estado y que a veces, por actuar en compartimentos estancos sin la necesaria flexibilidad, nos hemos 
impedido de hacerlo de la forma más eficiente. 


Inicialmente era cuanto tenía para informar. 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO..- Señor presidente: me parece que ha sido muy clara la exposición del 
señor ministro. Teníamos un conocimiento de esta iniciativa porque hemos seguido el debate en la 
Cámara de Representantes y, obviamente, teníamos en cuenta el decreto del 8 de enero. 


Creo que este proyecto de ley mejora, sin ningún lugar a dudas, algunos vacíos que quedaban 
en el decreto de enero. La comisión comienza recién hoy el examen de esto y, obviamente, 
participamos de los criterios expuestos aquí por el Poder Ejecutivo. 


Por ahora, esto es lo que tengo para decir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En primer lugar, quiero agradecer mucho la exposición que ha hecho el señor 
ministro. Creo que es muy destacable este concepto que utilizó de complementariedad con actividades 


de otros organismos, ya sea el Ministerio del Interior, la Dirección Nacional de Aduanas o el que fuera. 


Con respecto al concepto, debo decir que es obvio que una de las discusiones que siempre 
hay es a quién responden los efectivos por conducto del mando. Entonces, la pregunta es si efectivos 
del ejército están patrullando, en terreno, a veinte kilómetros de esa franja, ¿cuál es su mando natural? 


SEÑOR MINISTRO.- Obviamente, las Fuerzas Armadas solamente responden a sus mandos naturales 
propios de lo que es la estructura del mando, que son los jefes de sección, de compañía y de división 
además, obviamente, de su comandante y eventualmente, en determinados casos, del propio ministro 
de Defensa Nacional. Ese es el conducto del mando de las unidades operativas de las Fuerzas 
Armadas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo otro que quería consultar era respecto al artículo 3.”, en el que se habla de 
las misiones. La pregunta es por qué la redacción dice: «En caso de detectar una presunta 
irregularidad, su actuación se comunicará de forma inmediata a la autoridad policial u organismo 
competente» y no se explicita que uno de los organismos es el Poder Judicial. Se podría establecer 
algo así como que se dará cuenta, en caso de detectar una irregularidad, a la autoridad policial o, en el 
caso de existir contrabando, narcotráfico, etcétera, al juez competente. 


SEÑOR MINISTRO.- Sobre eso se estuvo trabajando en la comisión encargada de la elaboración de 
este proyecto de ley. Con el acuerdo del ejército —organismo con el que trabajamos más porque, en 
realidad, esto estuvo pensado, en un primer momento, para la zona de frontera seca y después se 
amplió al resto de la frontera—, no se quiso, por distintas circunstancias, actuar como auxiliar de la 
Justicia porque ya existían organismos en esas áreas. En base al decreto habilitante que reglamentará 
esto, se va a saber cuál será el organismo auxiliar de la Justicia en cada tipo de operación y este 
organismo va a ser el que va a comunicarlo. Operativamente, el ejército va a actuar en apoyo o, 
eventualmente, por sí y de acuerdo con el procedimiento que se realice, dando cuenta al organismo 
con jurisdicción y competencia, que es el que debe realizar la información del hecho a la Justicia. Se 
quiso sacar la posibilidad de que sea un auxiliar de la Justicia; por eso no se realiza la tarea que 
menciona el señor presidente y no se la incluyó en el proyecto de ley. 


Vuelvo a repetir: esto en todo momento se estableció en acuerdo con las Fuerzas Armadas. 


SEÑORA NOGUEIRA.- Es así como ha dicho el señor ministro. En la comisión analizamos todas las 
variables, incluida esta de convertir al ejército en auxiliar de la Justicia, pero ellos declinaron esa 
posibilidad, no querían seguir ese procedimiento. Por nuestra parte, analizamos muy bien el nuevo 
Código del Proceso Penal porque ahí está muy regulado todo el tema de cuando se actúa en una 
función pública. Por ejemplo, el artículo 54 dice: «Recibida una denuncia o conocido por cualquier 
medio el acaecimiento de un hecho con apariencia delictiva, la autoridad administrativa informará 
inmediatamente y por el medio más expeditivo al Ministerio Público», para que este comparezca y se 
haga cargo de la situación. El ejército no quería convertirse en un auxiliar de la Justicia y tener que 
regularse por todo este procedimiento que establece el CPP, sino que prefería que participara la 
autoridad administrativa que correspondiera —el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, el de 
Economía y Finanzas, la Dirección Nacional de Aduanas o lo que fuera— para que hiciera todo el 
procedimiento preservando, por supuesto, las pruebas con el fiscal y, después, con la Justicia. Por eso 
fue que previmos de esta manera y no de otra en el proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si detectan una banda que trae contrabando o está traficando algo ilegal, 
comienza una persecución y dentro de los veinte kilómetros se encuentran con un Mevir —es natural 
que exista un centro poblado—, en los hechos, ¿cuál sería el límite entre la frontera y el centro poblado? 
¿Cómo se procedería en esas circunstancias? 


SEÑOR MINISTRO.-Eso es lo que se pretende reglamentar. La ley refiere a centros poblados. 
Entendemos que, en caso de que haya un Mevir, adentro va a actuar el Ministerio del Interior y afuera — 
en coordinación con esa Cartera— nosotros haremos lo que debemos hacer, ya sea antes de que 
ingresen allí o después de que salgan. Esto es lo que se tiene que reglamentar específicamente para el 
caso de un Mevir o de cualquier pueblo pequeño que pueda existir —de hecho existen— en nuestra 
campaña. 


Pretendemos reglamentar esa situación lo más puntualmente posible para cada caso porque 
conocemos las implicancias que puede tener, y somos optimistas en cuanto a que podemos hacerlo de 
la mejor forma posible y en coordinación con los organismos que mencionamos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me pareció muy interesante el concepto que recién señalaba el señor ministro 
sobre la complementariedad de actividades con otros organismos. Es un concepto de lógica, pero 
moderno. No es algo a lo que el Estado esté muy acostumbrado; dejemos las discusiones coyunturales 
de lado. 


SEÑÓR MINISTRO.- Estoy totalmente de acuerdo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esto trata de actividades que en teoría o en un concepto tradicional son 
netamente policiales o de seguridad interna —estamos hablando de una franja de veinte kilómetros en 
el interior del país— y por medio de la ley se les da autoridad a las Fuerzas Armadas con cierto grado 
de complementariedad, de protocolo de actuación. Este protocolo es lo que estamos considerando. Allí 
se da jurisdicción a una institución que antes no la tenía, que son las Fuerzas Armadas. 


En la ley marco de defensa debemos considerar los artículos 18 y 20 —el señor ministro los 
conoce muy bien porque los dos éramos legisladores cuando se elaboró esa ley-—, referentes a 
organización y misiones de las Fuerzas Armadas. El artículo 18 dice: «Las Fuerzas Armadas están 
integradas por la Armada Nacional, el Ejército Nacional y la Fuerza Aérea Uruguaya. Se constituyen 
como la rama organizada, equipada, instruida y entrenada para ejecutar los actos militares que 
imponga la Defensa Nacional. Su cometido fundamental es la defensa de la soberanía, la 
independencia e integridad territorial, la salvaguarda de los recursos estratégicos del país que 
determine el Poder Ejecutivo y contribuir a preservar la paz de la República en el marco de la 
Constitución y las leyes». Esto último es lo que quería destacar: «contribuir a preservar la paz de la 
República en el marco de la Constitución y las leyes». 


A su vez, el artículo 20 dice: «En tiempos de paz y bajo la autorización expresa del Ministro de 
Defensa Nacional, podrán prestar servicios o colaboración en actividades que por su especialidad, 
relevancia social o conveniencia pública les sean solicitadas y sin que ello implique detrimento en el 
cumplimiento de su misión fundamental». Subrayo «conveniencia pública». 


El proyecto de ley que envía el Poder Ejecutivo tiene antecedentes en el Poder Legislativo. El 
señor ministro señalaba al representante Trobo con justicia. Asimismo, hay otro proyecto de ley 
elaborado por el señor senador Mieres, por lo que este asunto es de interés de todo el sistema político. 
Este proyecto de ley tiene como antecedente a la ley marco de defensa nacional; en definitiva lo que 
acabo de leer es el antecedente legal inmediato de lo que estamos tratando en el día de hoy. 


En el caso hipotético de otras actividades, ¿es posible con esa visión de complementariedad y 
teniendo en cuenta el marco legal y los decretos que puedan emanar después, habilitar en situaciones 
excepcionales a las Fuerzas Armadas a hacer otro tipo de tareas de las que antes se consideraban de 
seguridad interna? Me refiero al caso concreto de lo ocurrido en Dolores el día del tornado. Aquella 
noche el batallón de Mercedes colaboró y dio seguridad ante la eventualidad de que algún «vivo» se 
aprovechara de la catástrofe. 


SEÑOR MINISTRO.- El señor presidente de la comisión plantea una pregunta muy específica. 
Obviamente, el sistema político ha atendido esto de distintas formas; incluso, en la interna de nuestro 
partido hay diversas opiniones a este respecto. 


Dice bien el señor senador que los artículos 18 y 20 son antecedentes de este proyecto de 
ley. Es así. Por lo general, los proyectos de ley van generando eso y hablé de decretos y resoluciones 
que, a su vez, tienen antecedentes en leyes anteriores. Ahora, si bien desde el punto de vista 
conceptual podemos hacer referencia a ellos como antecedentes, creo que en la práctica y por el área 
que estamos tratando requerimos una normativa legal específica para atender ciertas circunstancias. 


El propio artículo 18 cuando habla de las Fuerzas Armadas, de su integración y de qué son 
dice que se constituyen en la rama organizada equipada, instruida y entrenada para los actos militares 
que imponga la defensa nacional. Quiere decir que deben tener equipamiento adecuado y no creo que 
el equipamiento que hoy tienen las Fuerzas Armadas sea adecuado para repeler el delito en la ciudad y 
tampoco creo que sea adecuado su entrenamiento específico. Lo digo porque si bien se las entrena 
para tarea de seguridad en otras zonas del mundo —por ejemplo, se realizan tareas de seguridad en el 
Congo-, no están entrenadas para lo otro porque se las entrena para llevar adelante los actos 
militares. Es decir que hay una concatenación de hechos. Desde el punto de vista conceptual entiendo 
la pregunta y creo que es un antecedente, pero en la práctica debemos tener los elementos 


necesarios, pero también la normativa que nos habilite a llevar a cabo las acciones mencionadas por el 
señor senador. 


El artículo 20 tiene su correlación con el artículo 135 de la Ley n.* 18172, que es una ley 
presupuestal, y tiene que ver con actividades de conveniencia pública o relevancia social que les 
permitan a las Fuerzas Armadas actuar como respuesta del Estado en momentos de paz. Eso fue lo 
que ocurrió en la ciudad de Dolores, hecho al que hizo mención el senador. Ese es el concepto. 


El artículo 135 de la Ley n.* 18172 —cuyo correlativo es el artículo 20- nos da un ámbito 
muy amplio. Por ejemplo, reparamos caminos para algunas intendencias o realizamos podas en los 
departamentos de Durazno, Salto o Montevideo. Es un artículo que me parece muy interesante y da 
una real complementariedad a las acciones de este sector del Estado que forma parte del Estado en su 
conjunto. Creo que, a veces, perdemos esa noción por distintas circunstancias y debemos recuperarla. 
Repito que esta es una parte del Estado y quienes la integran, si bien tienen un estatuto específico 
como acá se determina —dada su integración, por ser la rama organizada, equipada, instruida y 
entrenada-—, en definitiva son funcionarios públicos con un estatus especial para responder a este tipo 
de actividades que los transforma en militares y deben estar al servicio de la nación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por lo tanto, lo que pasó en Dolores y la orden que se les dio podría 
encuadrarse dentro del artículo 20. 


SEÑOR MINISTRO..- En realidad, en aquel momento en Dolores se dio una respuesta inmediata a una 
situación de crisis extrema. No creo que se pueda dar porque entendemos que no existe una situación 
de crisis en otras circunstancias como para pensar en esta actividad. En aquel momento sí existió una 
crisis extrema, se actuó e inmediatamente después de recompuesto el Estado jurídico por la presencia 
del organismo competente nos retiramos. Esto queremos dejarlo bien claro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Gracias, señor ministro. 
Tomo el silencio como conformidad. 
No resta más que agradecer al señor ministro y sus asesores por su comparecencia. 


SEÑOR MINISTRO.- Quisiéramos agregar algo. Si el presidente lo permite, quisiera que hiciera una 
aclaración la doctora Nogueira. 


SEÑORA NOGUEIRA.- Quiero aclarar por qué llegamos a esta conclusión. En el ámbito de la comisión 
discutimos si por el artículo 20 teníamos competencia para desarrollar tareas de seguridad interna y 
concluimos que no porque, además, la ley orgánica policial o la del procedimiento policial “no recuerdo 
exactamente cuál de las dos— establece que el orden y la tranquilidad en lo interior es de competencia 
del Ministerio del Interior. Específicamente dice que es el Estado a través del Ministerio del Interior. 
Para nosotros esta era una nueva competencia que nos iban a atribuir en un área de jurisdicción 
determinada y para dar garantías, sobre todo a nuestro personal que es el que va a ir a cumplir la 
función, necesitábamos un marco legal que lo habilitara a ello. Nosotros enviamos el proyecto de ley 
porque entendimos que el artículo 20 no era suficiente y nos dejaba sin un resguardo y un marco 
jurídico apropiado de actuación. Igualmente analizamos toda la normativa nacional que había y 
llegamos a esa conclusión en el ámbito de la comisión. 


SEÑOR COUTINHO.- Ya el señor ministro tuvo la deferencia de concurrir a la comisión, con respecto al 
tema puntual de este proyecto de ley y a los insumos que trasmitió el señor ministro, queríamos 
señalar que tenemos tiempo para ir desarrollando diferentes puntos de vista para todo el trabajo que 
tenemos por delante, tanto en este tema como en otros que pueden ser conocidos públicamente. 


Queremos aprovechar el momento para trasmitir al señor ministro nuestra opinión con 
respecto a los pedidos de informes sobre los convenios de las intendencias con el Ministerio de 
Defensa Nacional que no entran dentro del protocolo de actividades que tienen que desarrollar como 
comité de emergencia. 


Creemos que cada vez que los gobiernos departamentales necesiten realizar algún 
intercambio o convenio con el Ejército nacional, el mecanismo que se debería aplicar para realizar esas 
tareas descriptivas tendría que ser algún llamado a licitación para que en determinados escenarios 


pudieran cumplir determinadas tareas que no estén dentro de las que la fuerza desarrolla según el 
protocolo del comité de emergencia. Un ejemplo de ello —ya finalizaron los convenios— ha sido la 
recolección de podas en algunos departamentos. En lo personal no nos parece que eso sea tarea de 
nuestro ejército, por más que pueda haber un acuerdo entre la autoridad del cuartel y la autoridad 
departamental. Tampoco estamos de acuerdo con el mecanismo de pago o de retribución que se les 
pueda hacer a nuestros soldados de acuerdo a ningún índice de manejo que no sea un intercambio de 
jerarcas. Me animo a trasmitir que me parece que podría ser un buen aporte que cada vez que algún 
gobierno departamental o municipal tenga alguna de estas necesidades se busque el mecanismo de la 
licitación para llevar adelante la actividad. 


En realidad, en ese sentido, entendemos que la carta orgánica de las intendencias es la que 
dice qué es lo que tienen que hacer y también es una tarea de las empresas privadas. Por lo tanto, se 
compite con el privado que mañana podría realizar esa actividad. En lo personal, me parece que no es 
la tarea descriptiva de nuestro Ejército si no nos encontramos en una situación de emergencia. 


Esto es lo que quería trasmitir contando con la presencia del señor ministro en esta comisión. 
Ha sido más que gentil, tanto en concurrir a esta reunión como al contestar rápidamente el pedido de 
informes cuando lo solicitamos con el respaldo de la comisión. 


SEÑOR MINISTRO.- Brevemente, con respecto a esta pregunta puntual quiero decir que los llamados 
a licitación no nos corresponden a nosotros y, en caso de ser necesarios, deberán hacerlos las 
intendencias. Nosotros tenemos acuerdos con intendencias de todos los partidos políticos —aclaro que 
no surge de sus palabras que yo tenga otra interpretación—, pero reafirmo que tenemos acuerdos con 
intendencias de todos los partidos políticos. 


Tratamos de actuar según el espíritu de la ley. ¿Cuál es el espíritu de la ley? El artículo 20 de 
la Ley n.” 18650 y el 135 de la Ley n.” 18172: conveniencia pública y especialidad en la materia. 
Cuando así se entiende porque las intendencias ven sobrepasada su capacidad de respuesta o por 
alguna otra circunstancia, nosotros actuamos. Si las intendencias hacen una licitación, posiblemente 
nosotros no nos presentemos al proceso licitatorio. Vamos a actuar cuando nos llamen porque 
entendemos que las intendencias en ese momento ya vieron sobrepasada su capacidad de respuesta 
O por distintas circunstancias, como lo que sucedió en Durazno con la poda. Allí había tiempos que 
cumplir porque se venía la época del rebrote y era necesario terminar con la poda que estaba 
originando ciertos males. Incluso, se contrató a una empresa privada, pero no cumplió. Entonces, se 
nos llamó y cumplimos. Creo que las cosas se hicieron muy bien; hubo intervención del Tribunal de 
Cuentas y legalidad en los procedimientos. 


Nosotros no vamos a hacer llamados a licitación, no lo señala la ley, es decir, lo que se votó 
acá en el Parlamento nacional; Eventualmente, las intendencias podrán realizarlos. Si se entiende que 
los procedimientos no cubren las necesidades municipales nos llamarán a nosotros y podremos 
cumplir o no. No queremos quitarle el trabajo a nadie. Eso sí: actuamos en el marco de la ley; no 
actuamos por fuera. La ley fue votada por todos los partidos políticos representados en este 
Parlamento nacional. El artículo 20 fue votado por la unanimidad del Parlamento: el Partido Nacional, el 
Partido Colorado, el Frente Amplio y el Partido Independiente y, según ello, actuamos. 


SEÑOR COUTINHO.- Creo que no se entendió lo que dije. Yo no aspiro a que el Ministerio de Defensa 
Nacional llame a licitación para presentarse a algo, sino que es al revés: creo que el mecanismo —por 
eso lo manejaba en tono de sugerencia— de los gobiernos departamentales y municipales para llegar a 
solucionar sus temas es a través de diferentes licitaciones. Si es de su interés o creen que es 
conveniente que las Fuerzas Armadas se presenten, deben poder actuar; si no, que usen otro 
mecanismo y no al Ejército Nacional. Nosotros apoyamos la ley y aspiramos a que se respete la tarea 
descriptiva que cumple. Para nada es nuestro interés que el Ejército se presente a otra cosa que no 
sea la tarea descriptiva que tienen como función nuestros soldados. Lo que no queremos es lo que 
hemos manifestado. 


Además, estamos convencidos de que es una gran herramienta —surgida en los últimos años— 
el Comité de Emergencia Departamental, donde hay un protocolo con participación de la fuerzas. Por 
lo tanto, deseamos que algo que fue creado en los últimos años se maneje con ese protocolo sin 
convenios extras; es una aspiración que tenemos y, como teníamos esta oportunidad, se lo queríamos 
transmitir al señor ministro. Por eso hicimos nuestro pedido de informes. 


El día de mañana, cuando las tareas descriptivas de las distintas fuerzas las lleven a algún 
departamento y las veamos haciendo algo que no sea específico, esta será nuestra opinión. 


Era cuanto queríamos manifestar, pero de ninguna manera pretendemos que el ministerio se 
presente a licitaciones. En realidad, pensamos que se podría recurrir a ese mecanismo y no a otro si se 
necesitara al Ejército nacional, la participación de nuestros soldados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a dar un paso atrás. Con respecto al artículo 20, me había quedado con 
la argumentación que dio el señor ministro, pero después de la intervención de la doctora debo volver 
sobre mis pasos porque me surge una pregunta. Cuando se participó en Dolores, ¿bajo qué amparo 
legal se hizo? El señor ministro habló de algo focal, pero —si no entendí mal- fueron, tomaron acción y 
se evitaron los saqueos hasta que al día siguiente estuvo todo ordenado. 


De acuerdo con su explicación, creí entender que se trataba de una forma de entender el 
artículo 20, pero después me surgió alguna duda. 


SEÑOR MINISTRO..- La respuesta es la que di anteriormente. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Perfecto, señor ministro. 
Agradecemos la presencia del señor ministro y su equipo en esta comisión. 
Se levanta la sesión. 


(Son las 14:47). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


